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La exacerbación de las violencias 
hacia las mujeres responde a la 
profundización de las condiciones 
patriarcales que buscan castigar y 
limitar los avances en la defensa de 
la vida y los derechos humanos de 
las mujeres a nivel territorial. En 
Colombia miles de niñas y mujeres 
siguen enfrentando la 
discriminación, la desigualdad y las 
violencias1. De acuerdo con la Red 
Feminista Antimilitarista durante los 
años 2020 y 2021 se registraron 
respectivamente 630 y 622 
feminicidios en el país2, y según el 
DANE en el año 2021 sucedieron 
4.708 partos de niñas entre los 10 y 
14 años, esto significa que cada día 
aproximadamente 12 niñas dieron a 
luz3. En este contexto, bajo los 
criterios del Código Penal 
Colombiano, se tiene que para el 
año 2021 se registraron mínimo 
4.708 casos de violencia sexual en 
contra de niñas entre los 10 y los 14 
años.

En el Cauca, la profundización de 
las condiciones de desigualdad 
patriarcal ya acentuadas por la 
pandemia de Covid 19 que amplió la 
pobreza para las mujeres, generó 
mayores tareas de cuidado e 
incrementó los niveles de violencias 
basadas en género, se complejiza al 
interactuar con factores como la 
militarización de los territorios, la 
expansión de la cultura narco, la 
precaria implementación de las 
medidas para las mujeres 
contempladas en el Acuerdo Final 
de Paz y la ausencia del Estado. 

El resultado de la mezcla de 
factores es la agudización 

de las desigualdades 
sociales, económicas y 

políticas que enfrentan las 
mujeres por su condición de 
mujeres, y en consecuencia 

la vulneración directa al 
artículo 2 de la Declaración 

Universal de Derechos 
Humanos que establece 

“Toda persona tiene todos 
los derechos y libertades 

proclamados en esta 
Declaración, sin distinción 

alguna de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opinión 

política o de cualquier otra 
índole, origen nacional o 

social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra 

condición.”

1  Según el oficio recibido el 14 de diciembre de 2021 por la Oficina de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, de acuerdo con la Fiscalía 
General de la Nación, a 6 de diciembre de 2021 se habían recibido 114.727 denuncias de violencia intrafamiliar, en 77% de los casos la víctima 
era una mujer. En el mismo período, la Fiscalía recibió 43.394 denuncias de violencia sexual, el 86% con víctimas mujeres, y 183 denuncias por 
feminicidios.

2  Recurso online: https://observatoriofeminicidioscolombia.org/

3  Recurso online: https://gestarsalud.com/2022/03/29/embarazo-en-adolescentes-en-colombia/



 Violencia letal feminicida:

Como resultado de la permanencia de la desigualdad y la acumulada vulneración 
a los derechos humanos de las mujeres, según el Observatorio de la Red por la 
Vida y los Derechos Humanos del Cauca, se tiene que entre el 01 de enero y el 31 
de marzo de 2022 se registraron 19 presuntos feminicidios en el departamento del 
Cauca, 6 de ellos ocurridos en el mes de enero, 10 en el mes de febrero y 3 
adicionales en el mes de marzo.
 
Gráfica 1. Registro de los presuntos feminicidios sucedidos en el departamento 
del Cauca durante el primer trimestre del año 2022 distribuidos según municipio.

Fuente: Observatorio de la Red por la Vida y los Derechos Humanos del Cauca

Con el quebrantamiento de este 
artículo se abre la puerta a la 
infracción de los derechos humanos de 
las mujeres a la vida, la libertad, la 
seguridad (artículo 3), a la protección 
y no discriminación (artículo 7), al 
acceso a la justicia (artículo 10), a la 
participación política (artículos 18, 19, 
20 y 21), al trabajo (artículo 23), etc. La 
vulneración de estos y otros derechos 
humanos resulta en la ampliación de 
las desigualdades de género que crea 
el escenario propicio para el 
crecimiento de las violencias hacia las 
mujeres, las cuales suelen recibir poca 
o nula atención por parte de la escasa 
institucionalidad encargada de 
administrar justicia a nivel territorial4. 
La impunidad que rodea los crímenes 
cometidos en contra de las mujeres 
promueve a su vez la naturalización de 
las violencias basadas en género 
ocasionando mayores barreras para 
superar las desigualdades y garantizar 
su vida y dignidad.

Para el caso de las lideresas sociales, 
se tiene que además de los riesgos 
derivados de las desigualdades 
estructurales en razón al género, ellas 
deben enfrentar las condiciones de 
riesgo resultantes de la violencia 
sociopolítica del país. 

Según la ACNUDH por fuera del 
contexto de la violencia evidenciada 
durante el Paro Nacional del 2021, se 
destaca que “la violencia se utilizó con 
mayor intensidad para acallar a 
quienes defienden la tierra y el 
territorio, los derechos de los pueblos 
étnicos, el medio ambiente, las 
víctimas del conflicto armado y la 
implementación del Acuerdo de Paz. 
También se observó esta violencia 
contra personas que participan en 
programas de sustitución de cultivos 
ilícitos, se oponen o denuncian a la 
minería ilegal, al reclutamiento 
forzado de niñas y niños, la violencia 
sexual, las extorsiones y el control 
territorial por parte de grupos armados 
no estatales”5, situación que impacta 
directamente a las mujeres que 
organizativa y comunitariamente 
asumen liderazgos políticos orientados 
a la defensa de la vida, la tierra, los 
cuerpos y los territorios.

4  Al respecto del acceso a la justicia el informe para los DDHH 2021 de Naciones Unidas señala “Persisten retos importantes para avanzar en las 
investigaciones, particularmente en el ámbito rural, derivados del miedo de las personas a denunciar, la dificultad de acceso por parte del Instituto de 
Medicina Legal y del Cuerpo Técnico de Investigación, las condiciones de inseguridad y la insuficiencia de personal de la Fiscalía.”

5  Punto 42 del Informe para los DDHH 2021 de Naciones Unidas (Pie de página 6).



Como se evidencia en la gráfica anterior el mayor número de casos ocurrieron 
en la subregión norte6, en la que se reportó un 42% de los casos. Los 
municipios mayormente afectados son Santander de Quilichao, Buenos Aires y 
Puerto Tejada en los cuales se reportaron dos casos, en cada uno, así como 
Corinto y Miranda en donde se reportó un caso en cada municipalidad.

Para el caso de la subregión sur7 en la que se registró un 32% de los casos de 
hechos sucedidos, sobresalen los hechos violentos en los municipios de Argelia 
y Mercaderes en donde se reportaron 4 casos en total, y en Patía y Sucre en 
donde se registró un hecho de feminicidio en cada municipio. Finalmente, se 
tiene que un 26% de casos de presuntos feminicidios se registró en la subregión 
centro8 en los municipios de Morales (tres casos registrados), Popayán (un 
caso) y Piendamó (un caso).

6  La subregión norte incluye los municipios de Buenos Aires, Caloto, Puerto Tejada, Villa Rica, Suárez, Santander de Quilichao, Toribío, Corinto, 
Padilla, Miranda, Guachené, Caldono y Jambaló.

7  La subregión sur incluye los municipios de Argelia, Balboa, Bolívar, Florencia, Mercaderes, Patía, Sucre

8  La subregión centro incluye los municipios de Cajibío, El Tambo, Morales, Piendamó, Silvia, Popayán, Puracé, Timbío.

La militarización de la vida y cuerpos de las mujeres

La ubicación geográfica de los 
feminicidios coincide con aquellos 
municipios en donde se registra un 
elevado nivel de militarización, en los 
que se acentúan dinámicas de grupos 
armados dedicados al narcotráfico y 
las economías ilícitas y en dónde no se 
cuenta con una presencia institucional 
integral y articulada. Para el caso del 
municipio de Popayán, se tiene que a 
pesar de la concentración de la 
presencia del Estado que tiene este 
territorio como capital departamental 
se registró un hecho de feminicidio en 
el mes de febrero de 2022.

En relación con la edad de las víctimas, 
según los datos hallados por el 
Observatorio de la Red por la Vida y los 
Derechos Humanos del Cauca, en el 
42% de los hechos las víctimas se 
encontraban en un rango de edad que 
oscila entre los 18 y 30 años, mientras 
que en un 16% de los casos las edades 
fluctuaban entre los 31 y 45 años. En un 
42% de los hechos registrados 
lamentablemente no se conoce mayor 
información sobre la víctima, lo que 
impide realizar un análisis de los 
impactos de la violencia feminicida 
según el ciclo vital. A pesar de la 
escasez de información que limita la 
profundidad del análisis, es importante 
destacar que las edades referenciadas 
evidencian riesgos en categorías de 

edades amplias, es decir, no existe una 
concentración etaria exclusiva para un 
cierto rango de edad, sino que los 
hechos ocurridos entre enero y marzo 
de 2022, se registran tan temprano 
como a los 20 años hasta los 42 años.

En relación con el tipo de arma 
utilizada para cometer los presuntos 
feminicidios, se tiene que en el 89% de 
los casos se utilizaron armas de fuego, 
y solo en un 11% de hechos se 
emplearon otro tipo de armas. Detrás 
del uso de este tipo de armamento hay 
dos factores necesarios de resaltar, el 
primero es que el uso sistemático de 
armas de fuego refuerza la 
denuncia pública hecha en 
anteriores ocasiones en los 
informes de derechos humanos 
expuestos por la Red por la Vida y lo 
Derechos Humanos, en los que se llama 
la atención sobre el común acceso a 
este tipo de armas a nivel territorial.



Un segundo aspecto demanda revisar 
cómo la violencia letal hacia las 
mujeres se ha transformado para 
ajustarse a las realidades de 
militarización que se viven en las 
territorialidades rurales, lo que 
implica necesariamente revisar por 
ejemplo la existencia de modalidades 
de contratación de la violencia sicarial 
y feminicida, esto, teniendo en cuenta 
que el nivel de esclarecimiento de 
delitos cometidos por actores 
armados es casi nulo, y que la 
presencia de actores armados ilegales 
facilita el ocultamiento de los autores 
intelectuales de estos crímenes. Este 
segundo elemento requiere 
profundizar análisis para entender 
cómo operan las violencias 
feminicidas en contextos territoriales 
tan particulares como los caucanos.

En relación con la violencia 
sociopolítica ocurrida en contra de las 
mujeres durante el primer trimestre de 
2022, se tiene la identificación de tres 
presuntos feminicidios. Las víctimas 
fueron atacadas en los municipios de 
Argelia y Mercaderes (dos casos), con 
armas de fuego. Para el caso de 
Mercaderes las víctimas se 
encontraban registradas en el Proceso 
Afropalenque - La Torre y en el 
Consejo Comunitario de Mojarras. 
Para el caso de Argelia se tiene que la 
víctima era lideresa comunal de la 
Vereda Llano Alto. En los tres casos se 
prevé el involucramiento de actores 
armados ilegales como presuntos 
responsables. 

El registro de violencias feminicidas 
sucedidas durante el primer trimestre 
del 2022 revela la interacción de un 
conjunto de desigualdades y 
violencias de género que al 
acumularse no solo exacerban las 
condiciones de exclusión y 
discriminación de las mujeres, sino que 
pueden constituirse en factores 
aceleradores de las violencias frente a 
los cuales se requiere actuar de 
manera inmediata, reconociendo la 
complejidad de las interacciones y 
diseñando medidas articuladas e 
integrales que atiendan las 
consecuencias, pero que, concentren 
sus esfuerzos fundamentalmente en 
prevenir la expansión y reducir las 
fuentes originarias de la violencia 
patriarcal.
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